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SEÑOR: 
HONORABLE MAGISTRADO PONENTE. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BARRANQUILLA. 
SALA DE PRIMERA DE DECISION CIVIL. 
E.                           S.                               D.                    

                                           
REF: PROCESO IMPUGNACION DE ACTA DE ASAMBLEA DE PROPIEDAD HORIZONTAL. 
DTE: RAMON EDUARDO LARIOS LOBO. 
DDO: PARQUE RESIDENCIAL BALCONES DE LA COLINA V.I.S.  
RAD: 08001-31-53-007-2021- 0205-02 
RADICADO INTERNO: 43.897 
ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION. 
 
CARLOS ENRIQUE LARIOS LOBO, mayor de edad, domiciliado en el Distrito de Barranquilla, de 
Tránsito en esta ciudad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 72.189.497 de Barranquilla, 
portador de la Tarjeta Profesional No. 88.949 del Consejo Superior de la Judicatura, con domicilio 
en el Distrito de Barranquilla, de tránsito en el Distrito de Cartagena, con Correo electrónico: 
carloslarios72@hotmail.com registrado dentro del Registro Nacional de Abogados (SISNA), tal como 
lo ordena el artículo 5 del Decreto 806 del día 04 de Junio de 2020, atentamente manifiesto al Señor 
Juez y/o Honorable Magistrado Ponente, que como apoderado del señor RAMON EDUARDO 
LARIOS LOBO mayor de edad, domiciliado en el Distrito de Barranquilla, identificado con la Cédula 
Ciudadanía No. 72.140.682 de Barranquilla, con mi acostumbrado respeto, me permito manifestarle 
al Honorable Magistrado, que estando dentro de los términos establecidos en el artículo 321 del 
Código General del Proceso, me permito presentar y sustentar dentro de los términos establecidos 
en la norma RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en contra de la decisión adoptada por el 
Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Barranquilla, emitida el día diez (10) de Febrero de 2022, de la 
siguiente manera:  
        

BREVE SISNOPSIS DEL RECURSO DE APELACION 
 
 

1.- El día 10 de Agosto de 2021, se presenta para reparto Demanda de Impugnación de Actos de 
Asamblea de Propiedad Horizontal, siendo conocida en primera instancia, por el Juzgado Séptimo 
Civil del Circuito de Barranquilla, con la radicación arriba referenciada.  
 
2.- Mediante auto fechado 18 de Agosto de 2021, se procede a la admisión de la misma, siendo 
notificada la misma, por intermedio del Email aportado para tal fin, dejando vencer los términos para 
contestar la misma. 
 

3.- Se fija fecha para la audiencia inicial, el día 19 de Octubre de 2021. Llegado el día antes señalado, 
la parte demandada presentar Incidente de Control de Legalidad, siendo rechazado la misma, 
concediéndosele el recurso de alzada, el cual fue conocido por su Dignidad, siendo confirmanda 
dicha decisión adoptada por el A-Quo, mediante decisión calendada 21 de Enero de 2022. 
 
4.- Mediante Auto fechado 19 de Diciembre de 2021, se procede a fijar fecha y hora para llevar a 
cabo la audiencia de instrucción y juzgamiento, señalándose el día 10 de Febrero de 2022. 

 
5.- Llegado el día antes señalado, se dicta sentencia con la cual se fulmina la instancia, acogiendo 
los argumentos expuesto dentro de una testimonial, sin más pruebas que dicha palabra.   
 

SUSTENTACION DEL RECURSO DE APELACION. 
   
Honorables Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, por medio del 
presente escrito me permitiré sustentar en debida forma el recurso de apelación, en contra de la 
sentencia emitida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Barranquilla, el día diez (10) de Febrero 
de 2022, como lo ordena la norma y el Decreto 906 del día 04 de Junio del 2020. 
 
1.- ELECION DE LOS NUEVOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACION.  
 
Honorable Magistrado del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, dentro de la decisión 
tomada por el A-Quo con la cual no solo, no realiza una verdadera apreciación de la prueba, sino que 
toma su decisión, bajo el argumento de hechos no probados dentro de la plenaria, es por ello que se 
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hace de imperiosa necesidad de traer a colación lo expresado por el Revisor Fiscal, señor JOVANIS 
DIAZ SIERA, dentro del interrogatorio llevado a cabo por el Despacho de manera oficiosa, tenemos 
que este al minuto 45:18 le lanza la siguiente pregunta:  
 
MANIFIESTEME LAS RAZONES POR LAS CUALES USTED CONVOCO A LA MISMAS?  
 

“RESPUESTA: Bueno el el la razón de la convocatoria fue que pues habían contratado por parte 
del consejo anterior existía una persona que hacia parte del consejo el presidente del consejo y 
según la Ley 675 y el reglamento de la copropiedad para hacer el consejo de administración la 
persona debe residir en el inmueble, entonces el señor no cumplía con una de las condiciones 
para estar haciendo parte del consejo y posteriormente el señor como presidente del mismo 
contrato contrato pues una empresa de administración para administrar la copropiedad que 
violaba pues el tema del presupuesto se salía del presupuesto de lo presupuestado y aprobado 
por la asamblea ordinaria ese año y pues esta es la razón que me llevo a mí a convocar a una 
asamblea extraordinaria pues habían dos razones fundamentales uno que el señor no podía ser 
parte del consejo porque no residía en la copropiedad y dos porque se salía del presupuesto que 
había aprobado la asamblea.”   

 
De allí la importancia sobre las pruebas pedidas que se ordenen y practique en segunda instancia, 
como lo ordena la norma del artículo 327 en su numeral 3, 4 y 5. Siendo la razón de ser de la misma, 
que todas y cada una de las pruebas que solicito se incorporen y se tengan como pruebas, para 
hacerlas valer en esta instancia, tiene su venero, el hecho que al no existir una contestación de la 
demanda primitiva, es decir, que al no existir una verdadera controversia sobre las pruebas aportadas 
con la demanda (Numeral 3), se hace necesaria las practica de las mismas, para no solo controvertir 
lo expuesto por el testigo estrella con la cual el Despacho Séptimo Civil del Circuito para fulminar la 
instancia, sino que se pretende desvirtuar lo expresado por dicho testigo (Numeral 5); siendo este 
los requisitos para dicha práctica de pruebas. 
 
Es así como tenemos, que según lo expresado por el Revisor Fiscal dentro de su declaración que 
expresa claramente que la Asamblea Extraordinaria, se buscó con ahínco la salida de uno de los 
miembros del Consejo de Administración, por no reunir los requisitos establecidos dentro del 
Reglamento de Propiedad Horizontal, puesto que no es propietario de uno de los inmuebles que 
conforma la copropiedad. Pero extrañamente fue escogida en su remplazo como miembro de este 
cuerpo, la señora ROSALIA TORRES, en razón que de acuerdo con el certificado de tradición 
aportado y que solicite que sea incorporado como prueba, demuestro que el inmueble es de 
propiedad de la señora SHIRLEY COLEY TORRES (Ver prueba aportada). 
     
Con la decisión repulsada, tenemos que el A-Quo se aparta de su obligación legal de apreciar la 
prueba en todas sus dimensiones, con el único objetivo de no separarse de lo establecido incluso de 

los antecedentes jurisprudenciales, produciendo en su decisión un defecto procedimental 
absoluto, el cual ocurre cuando el funcionario judicial incurre en este por exceso ritual 
manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de 
impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia. 1  
 
Honorable Magistrado, existen un sinnúmero de sentencias emitidas por los altos tribunales de justicia 
y constitucional, con referente a la búsqueda de lo que se conoce como verdad verdadera, arropando 

a los jueces con los nuevos mecanismos que trae el Código General del Proceso, especialmente el 
artículo 167 del mismo2.   
 
Es así como podemos establecer que el A-quo, no da cumplimiento estricto a lo establecido en el 
artículo 167 ibídem, puesto que al realiza la sustentación de su sentencia, esta no es satisfactoria, 
debido precisamente a la falta de una verdadera motivación, falta de una verdadera valoración de la 
prueba que nunca fueron allegada a la plenaria por la parte demandada, y el Juez Séptimo Civil del 
Circuito, aun así, no hace uso de las facultades otorgadas por el mencionado artículo, para buscar 
generar una verdadera sentencia, en la cual utiliza únicamente un testimonio que no logra demostrar 
su dicho, pero aun así tomar su decisión, sin fundamentos legales y con una carencia absoluta de la 

                                                        
1 Sentencia SU- 159 de 2002. 
 
2 La relación entre la motivación y el debido proceso también ha sido recalcada por la Corte Constitucional, al punto de inclui r 

entre las causales de procedencia de la tutela contra sentencias, la ausencia de motivación del fallo (Ver sentencia T-114 de 
2002).     
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prueba, lo que conllevo a que se repulsara dicha sentencia, que deberá usted, revocar en su 
integridad, una vez valore todas y cada una de las pruebas para ello.  
La Corte Constitucional, señala: 
 

JUEZ CIVIL-Deber legal de decretar pruebas de oficio 
  
El decreto oficioso de pruebas, en materia civil, no es una atribución o facultad potestativa del 
Juez: es un verdadero deber legal. En efecto, el funcionario deberá decretar pruebas 
oficiosamente siempre que, a partir de los hechos narrados por las partes y de los medios de 
prueba que estas pretendan hacer valer, surja en el funcionario la necesidad de esclarecer 
espacios oscuros de la controversia; cuando la ley le marque un claro derrotero a seguir; o cuando 
existan fundadas razones para considerar que su inactividad puede apartar su decisión del sendero 
de la justicia material.3 (Resalto inexistente en el texto).  

 
De allí que, para la Corte Constitucional, mediante la sentencia emitida por esta, le otorgué o amplié 
el papel del juez, para hacerlo más participe en la búsqueda de la verdad, y no como fue durante el 
reinado del extinto Código de Procedimiento Civil, en el cual, los jueces, solo podían administrar 
justicia, con el material que se le entregaba para ello, con el nuevo código procesal, y el avance la 
jurisprudencia, tenemos que la participación del administrador de justicia, es más relevante y 
adquiere un protagonismo más importante en el desarrollo del debate, de allí que la misma Corte 
Constitucional reconozca en sus sentencias, la importancia de la distribución de la carga, cuando 
expresó lo siguiente:  
 

“Sobre este principio del derecho procesal, la Corte Constitucional ha sostenido que el artículo 167 
del CGP el juez podrá, de oficio o a petición de parte, distribuir la carga al decretar las pruebas 
durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar; también tendrá facultades 
para probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para 
aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos” 4.     

 
Lo anterior, es importante resaltarlo, debido a que la parte demandada tal como se observa dentro 
del desarrollo de la audiencia de instrucción y juzgamiento, no logra demostrar nada de su dicho, 
además de no aportar siquiera alguna prueba, muy a pesar de haber sido citado con tiempo suficiente 
para aportar dichas pruebas, pero aun así, se convierte dichas palabras expresadas, como la columna 
vertebral para dicha decisión final, lo que conllevó a que no existiese un juicio sino un enjuiciamiento, 
lo que configura en palmaria violación al debido proceso. 
 
Es por ello, que es de suma importancia en estos instantes, traer a colación lo que nos expresa el 
Juzgado Primero Civil del Circuito de Girador, el cual mediante sentencia emitida el día 23 de 
septiembre de 2020, dentro del expediente No. 25307-31-03-001-2017-00200-00 en caso 

análogo expreso:  
 

“6. Dice que los miembros del consejo de administración son elegidos por el periodo de un año, 
pero esta elección puede ser impugnada si algún miembro del consejo elegido no reúne los 
requisitos para poder ser elegido miembro, pero esto no sucedió, pues el acta no fue impugnada, 
empero, si la convocatoria de la asamblea extraordinaria era porque los miembros no cumplían 
los requisitos, debieron justificar ello claramente en la convocatoria, enunciando que 

personas no cumplían los requisitos para remover su cargo, y solo a los que no 
cumplían los requisitos y no remover a todo el consejo como lo hicieron. 
 
7. Todas estas falencias encontradas en la Asamblea Extraordinaria del 9 de 
septiembre de 2017, y en atención a que este acto preparativo que hace parte del 
acta de asamblea impugnada, deberá declararse nula, en atención a que no cumplió 
con los requisitos exigidos en el artículo 39 de la Ley 675 de 2001, ni el reglamento 

                                                        
3 Sentencia T- 615- 19 M.P. Alberto Rojas Ríos.     
4 “La doctrina de las cargas probatorias dinámicas importa un desplazamiento del onus probandi según fueren las 
circunstancias del caso, recayendo en cabeza de quien está en mejores condiciones técnicas, profesionales o fácticas de 
producir las pruebas, más allá del emplazamiento como actor o demandado en el proceso o de que se trate de hechos 
constitutivos, modificativos, impeditivos o extintivos, y puede desplazarse del actor al demandado y viceversa, según 

corresponda (…)”. Ivanna María Airasca, “Reflexiones sobre la doctrina de las cargas probatorias dinámicas”. En: “Cargas 

probatorias dinámicas” (AAVV). Buenos Aires, Rubinzal – Culzoni, 2004, p.135-136. Citada en la Sentencia C-086 de 2018. 
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de propiedad horizontal en su artículo 25, por falsa motivación de las necesidades 
imprevistas o urgentes que ameritaban tal convocatoria.” (Negrilla y resalto ausente del texto).     

 
Honorable Magistrado Ponente, basta con observar dicha convocatoria, para entrar a expresar que 
efectivamente, que no existe una verdadera motivación para convocar a dicha asamblea 
extraordinaria, puesto que dicha convocatoria, está lejos de haber expresado los verdaderos motivos 
de dicha convocatoria. Lo que trae a la postre que al no haberse efectuado un verdadero análisis 
sobre las pruebas aportadas y las testimoniales recogidas, conlleva a que esta decisión este alegada 
de la realidad procesal y probada.                      
 
2.- CON REFERENCIA AL SOBRECOSTO DE LA CONTRATACION DEL ADMINISTRADOR. 
          
Honorable Magistrado Ponente, como se expresó en los reparos, tenemos que la decisión tomada en 
primera instancia, se finco para su decisión fulminante, de acuerdo con lo expresado por el revisor 
fiscal. Sin haber corroborado su dicho o por lo menos haberlo probado, que la convocatoria por la 
cual se realizó la convocatoria extraordinaria, tiene que ver con el hecho que el presidente del consejo 
de administración, a mutuo propio contrato a la mencionada empresa Prestigio, sobre pasando los 
rubros que se tenían presupuesta para el pago de los honorarios del quien fungiría como 
administradora del Parque Residencial Balcones de la Colina. 
 
Es por ello, que se hace necesario que se estudie a profundidad las verdaderas razones, por lo cual 
dicha decisión, que según el dicho del Revisor Fiscal, es la razón de ser de dicha convocatoria, que 
cada vez que se analiza a profundidad, deja de convertirse en una verdadera asamblea extraordinaria, 
para convertirse en una masacre de las decisiones tomadas por el nuevo Consejo de Administración, 
que van en contravía de los intereses oscuros de la administración, cuando sin existir un verdadero 
motivo para dicha convocatoria de manera extraordinaria, llama con engañifas a los miembros de la 
copropiedad, para buscar unos resultados que los favorezcan, cuando se comprobó que las decisiones 
tomadas por estos, estaban dentro de los límites establecidos dentro del presupuesto del año 2021.      
 
Es así, como tenemos y se aporta el presupuesto presentado ante la asamblea ordinaria, que se 
aprobó para el periodo fiscal de 2021, en la cual se observa claramente que el rubro establecido para 
el pago de los honorarios del administrador y de la persona que ejerce su labor en el departamento 
de contabilidad, eran los siguientes:  
 

 Administración Contabilidad Asesoría 
Técnica  

Cobro Mes Anualidad 

Honorarios 2.247.000   2.247.000 26.964.000 

Honorarios  843.000  843.000 10.116.000 

Honorarios   160.000 160.000 1.920.000 

Total    3.250.000 39.000.000 

 
Mientras que por el otro lado tenemos, que, dentro del contrato de prestación de servicio, el cual fue 
firmado con la empresa prestigio, tenemos que dentro de la cláusula tercera (Valor y forma de 
pago); los honorarios a cancelar serán en la suma de Tres Millones de Pesos ($ 3.000.000) 
mensuales; pero que, con dicho pago o monto, estos ejercerían una triple función, de allí que sea 
necesaria la trascripción de un aparte del mencionado contrato, que nos dice:  
 

“OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA: El contratista deberá cumplir con las siguientes 
obligaciones:  
 
(…) 
 
PARAGRAFO: El contratista realizara la operatividad del contrato (administrativa, 
contable y operativa); con un operador que es Prestigio S.A.S., y se mantendrán los 
servicios contemplados en la oferta de servicios adjunta al presente.   

 
Es decir, tal como se expresó anteriormente, por la suma de Tres Millones de Pesos ($ 3.000.000); 
estos ejercerían las funciones de administración, contabilidad y asesoría técnica/profesional. 
 
Que si se compara con los rubros que se cancelan de manera individual a la administración, el 
contador y el Asesor Técnico/Profesional, arroja una suma anual en dichos pagos en la cantidad de: 

Tres Millones Doscientos Cincuenta mil Pesos ($ 3.250.000); mensuales. Es decir, que 
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comparado con lo establecido en el contrato firmado con dicha empresa prestigio, y por el cual 
“supuestamente” existe un sobre costo, en la realidad lo único que existía era una disminución en 
costos de: Doscientos Cincuenta Mil Pesos ($ 250.000) mensuales y anualmente existiría un ahorro 
en la suma de: Tres Millones de Pesos ($ 3.000.000) anuales a favor de la Copropiedad. 
 
Tal como se observa en el siguiente gráfico:  

 

 Administración Contabilidad Asesoría 
Técnica  

Anualidad 

Honorarios 
Actuales  

2.247.000 843.000 160.000 39.000.000 

Honorarios 
Prestigio  

3.000.000 0 0 36.000.000 

Diferencia     3.000.000 

 
Es decir que no existe para nada un desequilibrio financiero por parte del ente contratado, que sobre 
pase los límites establecidos por la asamblea ordinaria, que conlleva a que dicha convocatoria por la 
razón esgrimida por el revisor fiscal, sea una completa falacia, que el Juez de instancia no se tomó 
el tiempo para apreciar como prueba, o por lo menos buscar si las razones esgrimidas eran o no 
verdaderas, sino que fulmino la instancia con sentencia a en contra de los intereses de mi defendido, 
otorgando esta oportunidad para que usted revoque dicha decisión, alegada de la realidad jurídica 
que nos trajo a ese instante. 
 
De allí que sea de imperiosa necesidad, que usted a través de su fallo, revoque dicha decisión 

sentando la bases para futuras sentencias, a través de la figura conocida como jurisprudencia, por 
antecedentes judiciales.        
 
3.- INDEBIDA A PRECIACION DE LA PRUEBA. 
 
Honorable Magistrado Ponente, existe verdaderamente una inobservancia de la prueba por parte del 
sentenciador de primera instancia, ya que tenemos, por una parte, que está más que demostrado 
que dicha convocatoria de la asamblea extraordinaria, relacionada con el indebido manejo de los 
recursos de la copropiedad por parte de los miembros del consejo de administración revocado, no 
existió, es decir, que el detrimento señalado y por el cual fue convocada dicha “Asamblea 
Extraordinaria”, se trata de una falacia que el A-Quo no tuvo en cuenta para dicha toma de decisiones, 
al no haber utilizado los mecanismos que el mismo código procesal lo doto, sino que por el contrario, 
tomo unas palabras que nunca se comprobaron, y no fueron sustentadas con una verdadera prueba 
para tomar su decisión de fondo.   
 
Con lo que se puede concluir, que no existió una verdadera prueba por parte de la demandada, que 
justificara dicha decisión fulminante, que demostrase que su dicho guarda armonía con la verdad real 
y jurídica, con el objetivo primario de amparar bajo su ala protectora un interrogatorio que a todas 
luces, no demuestra su dicho, por la falta de una verdadera prueba que contrarrestara las pruebas 
aportadas en la demanda, con lo cual, se evidencia que para la instancia repulsada, solo basta que 
se digan palabras sin pruebas, para que se tomase como probadas y fulminar la instancia con dicha 
sentencia, que no respaldara sus dichos argumentaciones, especialmente en lo que tiene que ver con 
el uso indebido de los dineros de la copropiedad.  
 
Es decir, que estamos frente a una orfandad probatoria que ha sido consentida por el juzgador de 
instancia, es más podemos afirmar que ni siquiera existe un indicio o situación que pudiera configurar 
los cargos que en dicho sentido se imputaban a los miembros del consejo de administración, con lo 
cual igualmente se derrumba la justificación de la reunión extraordinaria impugnada.      
 
De allí que considero que el segundo factor que influyó en la configuración del defecto fáctico por 
parte del sentenciador de primera instancia, fue la omisión en no decretar más pruebas de oficio que 
resultaran conducentes para esclarecer los puntos en los cuales existe una duda razonable, con 
referente a la veracidad de lo dicho por los testigos y el revisor fiscal.  
 
Así las cosas, es de estimar que el juez de instancia incurrió en una omisión en el decreto y práctica 
de pruebas conducentes y relevantes que se manifiesta en una doble vía. sin perjuicio de la facultad 
oficiosa de decretar pruebas. Para este caso en particular, resulto insuficiente las piezas procesales 

aportadas por una sola de las partes, cuando lo cierto es que la propia regla del artículo 167 ibídem, 
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quien deja abierta la posibilidad para practicar pruebas de oficio ante circunstancias, como la aquí 
expuesta, donde la información puede ser relevante para superar las deficiencias probatorias 
presentadas. 
 
Tal como usted podrá notar, en este sentido, insisto en que la irregularidad procesal que nos atañe 
es de tal magnitud que sus consecuencias resultan materialmente lesivas de los derechos 
fundamentales, en particular el debido proceso, que poseo, además a una recta y justa administración 
de justicia. 
 
La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) 
el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo 
del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en 
esa medida equivoca la orientación del asunto, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento 
establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso; 
y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario 
arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de 
justicia.5 
  
Es por ello, que le solicito muy comedidamente y con el respeto que siempre se me ha caracterizado, 
solicito muy comedidamente que proceda a revocar en su integridad dicha decisión adoptada por el 
Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Barranquilla, por estar alegado de la realidad jurídica, y en su 
lugar proceda a conceder todas y cada una de las pretensiones de la demanda.  
 

PRETENSIONES 
 
1.- Solicito a los Honorables Magistrados, que proceda a REVOCAR la Sentencia adiada diez (10) de 
Febrero de 2022, dentro del proceso ut-supra, procediendo a conceder con todas y cada una de las 
pretensiones de la demanda inicial, especialmente ordenando en su lugar: 
 
1.1.- Que se decrete la falsa motivación existente para la convocatoria efectuada el día Dieciséis 
(16) de Junio de 2021 y como consecuencia de la anterior decisión, se decrete la nulidad absoluta 
las decisiones tomada en la Asamblea “Extraordinaria” de Copropietarios, tal como se demuestra en 
la parte de los hechos de esta demanda.  
 
1.2.- En concordancia con lo anterior declaración, se disponga la ilegalidad de la convocatoria y 
decisiones tomadas dentro de la Asamblea “Extraordinaria” realizada en segunda convocatoria el día 
veinticinco (25) de Junio de 2021, al declararse la nulidad absoluta de la misma. 
 
1.3.- Que se condene en costas y agencias en derecho al Parque Residencial Balcones de la Colina 

V.I.S., en caso de oposición a las pretensiones de esta demanda. 

2.- Condénese a la parte solicitante de dicha petición a pagar a mí representada las costas procesales 
y agencias en derecho por resultar su conducta edificatoria de este recurso deprecado. 

PRUEBAS 
 
Para que sean tenidas como pruebas a favor de mí representado, solicito se tengan como tales las 
siguientes: 
 
1.- DOCUMENTALES:  
 
a.- Copia del Acta No. 005- 2021 del Consejo de Administración, en el cual se observa que una vez 
escogido el nuevo administrador, se observa en dicha acta que manifiestan que los honorarios no 
sobrepasan los límites establecidos en el presupuesto para tal fin.  
 
b- Copia del certificado de tradición, donde habita la señora ROSALIA TORRES con el objetivo de 
corroborar el dicho expresado por el testigo, con referente a que fue escogida nuevamente una 
persona que no reúne los requisitos establecidos para pertenecer al consejo de administración. 

                                                        
5 Sentencia SU- 159 de 2002. 
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c.- Copia del Contrato con la empresa Prestigio, en el cual, se observa claramente que está ejercida 
varias funciones por un sueldo unificado y no como se lo hicieron creer al Despacho Séptimo Civil del 
Circuito.    
 
d.- Copia del Presupuesto para el año 2021. 
 
Con lo anterior, presento mis alegatos sustentatorios, sobre la decisión impugnada, para ser contraria 
a la Ley, la Jurisprudencia y los principios generales del derecho, los cuales afecta el debido proceso, 
y con ello la estabilidad de la justicia. 
 
De la Honorable, Honorable Magistrado, 
 
Atentamente,  
 
 
CARLOS ENRIQUE LARIOS LOBO. 
C.C. No. 72.189.497 de Barranquilla. 
T.P. No. 88.949 del C. S. de la Judicatura. 
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